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Ref: CU 25-15 

ASUNTO:  Consulta urbanística que plantea el Distrito de Mor atalaz sobre posibilidad 
de adoptar medidas de restablecimiento de la legali dad de un inmueble tras Sentencia 
Judicial de 6 de mayo de 2004. 

Palabras Clave: Licencias urbanísticas. Régimen urb anístico. Infracción urbanística 
prescrita. Fuera de ordenación. 

Con fecha 12 de mayo de 2015, se eleva consulta urbanística a la Secretaría Permanente 
efectuada por el Distrito de Moratalaz relativa a posibilidad de adoptar medidas de 
restablecimiento de la legalidad de un inmueble, tras Sentencia judicial de 6 de mayo de 
2004.  

La presente consulta se resuelve de conformidad con el artículo 9 del Decreto de Alcaldía de 
31 de mayo de 2005 de creación y funcionamiento de la Comisión Técnica de Seguimiento e 
Interpretación de la Ordenanza Municipal de Tramitación de Licencias Urbanísticas 
(OMTLU) en el que se dispone que “La Secretaría Permanente se constituye como órgano 
auxiliar de la Comisión, con las siguientes funciones: 2. Recibir y tramitar las consultas 
formuladas por los distintos servicios municipales.”, en relación con el apartado 4 de la 
Instrucción de 29 de julio de 2008 de la Coordinadora general de Urbanismo, relativa al 
procedimiento de elevación de las consultas a la Comisión Técnica de Seguimiento e 
Interpretación de la Ordenanza Municipal de Tramitación de Licencias Urbanísticas, 
conforme al cual la Secretaría Permanente, respecto de las consultas planteadas por los 
servicios municipales podrá decidir, entre otras opciones, resolverla directamente por 
considerar que las dudas planteadas no tienen alcance interpretativo por referirse 
únicamente a cuestiones concretas. Asimismo, el presente informe se enmarca en las 
previsiones de la Disposición Adicional tercera apartado 5, en relación con el Artículo 19 de 
la Ordenanza Municipal de Tramitación de Licencias Urbanísticas de 23 de diciembre de 
2004, modificada por Acuerdo del Pleno de 29 de abril de 2014, relativas al principio de 
coordinación administrativa  y al servicio integral como órgano encargado de coordinar las 
respuestas a todas las cuestiones urbanísticas prevista en le normativa municipal y 
garantizar criterios homogéneos en la adopción de actos administrativos o acuerdos 
interpretativos, en el ámbito de la referida Ordenanza. 

 A la consulta planteada le son de aplicación los siguientes: 

ANTECEDENTES 

Se han comprobado los siguientes antecedentes: 
 

- Ampliación de la actividad a Bar-Restaurante (40810/72-M) 
- Ampliación de la actividad para albergar además churrería (56.422/74M, en la 

actualidad 529/1974/56422) 
- Expediente 603/260 (actualmente 521/1975/1225) de denuncia de obras 
- Expediente 2627/92/274, de denuncia de obras.   
- Sentencia núm. 708/2004 del Tribunal Superior de Justicia de Madrid, de 6 de mayo 

de 2004 (JUR 2004\269150). 
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HECHOS 

Se parte de la existencia de una licencia concedida con fecha 22 de marzo de 1969 
(expediente 11679/69-M) para instalar la actividad de taberna con comedor, en la calle 
Arroyo Fontarrón, nº 350, autorizando como únicos elementos industriales, un botellero 
frigorífico y una cocina. 
 
En este licencia se incluye como prescripción que “tiene carácter provisional hasta tanto 
dure la urbanización de la obra”.  
 
En el año 1972 se concede una ampliación de la actividad a Bar-Restaurante (40810/72-M) 
y, según se señala, no afecta a la superficie, introduciendo únicamente nuevos elementos 
industriales. Igualmente, se prescribe que la licencia “tiene carácter provisional hasta tanto 
dure la urbanización de la obra”. Se firma el acta de funcionamiento con fecha 18 de 
diciembre de 1972. 
 
Mediante decreto de 8 de octubre de 1974 se concede otra ampliación de la actividad para 
albergar además churrería (según consta en la Memoria del proyecto autorizado en 
expediente 56.422/74M, en la actualidad 529/1974/56422), recogiéndose idéntica 
prescripción. Se firma el acta de funcionamiento con fecha 13 de marzo de 1975. 
 
Posteriormente se tramitan una serie de cambios de titularidad mediante las 
correspondientes actuaciones comunicadas, siendo el último titular que consta, la entidad 
SOMAR, SL, a quien en principio se denegó la actuación comunicada por considerar que el 
local se encontraba en situación de fuera de ordenación por estar la urbanización de la zona 
ya terminada, si bien la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Madrid, de 25 de 
octubre de 2001, le reconoció el derecho al cambio de titularidad. 
 
De forma paralela a todas estas actuaciones se han ido realizando otras actuaciones 
administrativas tendentes al restablecimiento de la legalidad urbanística, pudiendo citar: 
 

- 9 de enero de 1975. Decreto del Gerente Municipal de Urbanismo en el expediente 
603/260 (actualmente 521/1975/1225) por el que se ordena la demolición total de lo 
edificado por no tener autorización al haber desaparecido los motivos que justificaron 
su concesión.  

 
Se impone sanción al interesado pero no se ejecuta subsidiariamente la demolición. 
 

- 31 de julio de 1992. Decreto del Concejal Presidente del Distrito de Moratalaz en el 
expediente 2627/92/274 por el que se ordena la demolición del acondicionamiento y 
reforma interior del local, de la nave anexa al mismo así como de un muro, de la 
ejecución de pavimento y de la instalación de la estructura metálica con rótulo 
publicitario.  

 
El 7 de noviembre de 1995, en el mismo expediente, se impone sanción consistente, 
entre otras cosas, en demoler las obras abusivamente realizadas. 
 
El 11 de julio de 1996 se iniciaron los trámites para la ejecución subsidiaria de lo 
acordado en el decreto de 7 de noviembre de 1995, para demoler por ejecución 
subsidiaria lo abusivamente construido, sin que se llegue a realizar ninguna 
actuación material. 
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- 13 de mayo de 1996. Orden de clausura de la actividad de Bar-Restaurante por no 
disponer de la preceptiva licencia al haberse cumplido la condición resolutoria. El 
precinto se materializó el día 6 de noviembre de 1996. 
 
Este acto es impugnado por presunta infracción de la Ley de Protección 
Jurisdiccional de los Derechos Fundamentales de la Persona ante el TSJ, 
habiéndose desestimado el recurso mediante Sentencia de 22 de enero de 1997 en 
la que se indica que al haberse concluido la urbanización de la zona, la licencia se 
había extinguido. No consta que esta Sentencia haya sido acatada ni ejecutada. 

 
Asimismo, y sin perjuicio de otras vías de recurso utilizadas por el interesado, se 
recurre en reposición, recurso que es desestimado mediante decreto de fecha 21 de 
junio de 1996. Este último acto es el que ha sido objeto del recurso contencioso-
administrativo que ha dado lugar a la Sentencia núm. 708/2004 del Tribunal Superior 
de Justicia de Madrid, de 6 de mayo de 2004 (JUR 2004\269150), que da origen a la 
formulación de esta consulta. 
 
Esta Sentencia determina, en síntesis, que nos encontramos ante la ausencia de 
licencia de instalación toda vez que la que se concedió en el año 1972 tenía el 
carácter de provisional y perdía su eficacia ex lege, sin necesidad de procedimiento 
expropiatorio alguno, y sin necesidad de que la Administración incoara expediente de 
caducidad de la misma, que tenía una vida claramente delimitada y se extinguía por 
sí sola.  

CONSIDERACIONES 

I. Naturaleza Jurídica de la licencia.  
 

Como primera cuestión que se plantea en la consulta, debemos abordar la consideración 
jurídica de la licencia ya que el Distrito entiende que no se cumplen las condiciones 
legalmente exigidas en la normativa vigente en el momento de su concesión (Ley de 12 de 
mayo de 1956, de Régimen de Suelo y Ordenación Urbana) para que la misma tenga el 
alcance y efectos que la normativa urbanística prevé para las licencias provisionales. 
 
El artículo 47.2 LS de 1956 exige para poder autorizar usos y obras de carácter provisional 
un informe previo de la Comisión Provincial de Urbanismo así como la inscripción de la 
autorización correspondiente en el Registro de la Propiedad, desconociendo el Distrito si 
en el expediente de licencia consta dicho informe y señalando que tampoco consta en el 
correspondiente Registro la inscripción exigida. En consecuencia descarta la 
consideración de la licencia como de naturaleza provisional con el alcance y efectos que 
prevé la normativa urbanística a pesar de los términos de la prescripción (“tiene carácter 
provisional hasta tanto dure la urbanización de la obra”), considerando que resulta de 
aplicación el régimen general de usos y obras licenciados. 
 
La ya citada Sentencia del TSJ de Madrid de 6 de mayo de 2004 resuelve esta disyuntiva 
al haberla considerado como una licencia provisional: “la licencia que la Administración 
concedió en 1972 tenía el carácter de provisional y estaba condicionada a que completara 
la urbanización de la zona… de tal manera que dicha licencia perdía su eficacia ex lege, 
sin necesidad de procedimiento expropiatorio alguno y sin necesidad de que la 
Administración incoara expediente de caducidad de la misma, que tenía una vida 
temporal, claramente delimitada y se extinguía por sí sola. Consta en los informes técnicos 
obrantes a los folios 4 y 55 del expediente administrativo que el edificio se encuentra fuera 
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de ordenación por haberse consumado la urbanización de la zona donde se encuentra y 
por tanto, al quedar extinguida la licencia provisional, la situación fáctica y jurídica en que 
se encuentra la instalación propiedad del recurrente es la de «carente de licencia que la 
ampare, por lo que la única consecuencia jurídica posible es dictar orden de cierre y 
clausura. No cabe hablar de nulidad de la condición resolutoria por ambigüedad, toda vez 
que el titular de una licencia provisional es consciente de que se le otorga en virtud del 
principio de proporcionalidad para paliar en la medida de lo posible y mientras ello no 
impida la ejecución del planeamiento, los perjuicios del ius variandi de la Administración 
que tiene su razón de ser en la adecuación de los instrumentos urbanísticos a las 
necesidades sociales y humanas que las circunstancias demandan para el cumplimiento 
de los intereses generales impuestos por el art. 103  CE (RCL 1978, 2836)  ante los que 
cede el interés particular del propietario de un edificio que queda en situación de fuera de 
ordenación. Se trata pues de una situación de precariedad en la que se encuentra el titular 
de la licencia provisional, que no puede sorprenderle ya que su escasa vigencia temporal 
está incluida en la misma. A ello no empece que hayan existido posteriores transmisiones 
comunicadas a la Administración, toda vez que la situación temporal o de provisiolidad, es 
predicable de la actividad a que se refiere la licencia, con independencia de quien sea 
titular; y sólo con la aceptación de las conditio iuris previstas en el art. 58.2 del  TRLS  ( 
RCL 1976, 1192)   se llegó a obtener la licencia provisional, estando indudablemente unida 
ésta al principio de proporcionalidad como señala el TS en  sentencias 6-11-1996  (RJ 
1996, 8008), 19-12-1971,  15-11-1996  ( RJ 1996, 8133)   etc., y sin que haya derecho a 
indemnización alguna ni consolidar facultades que se adquirieron de forma esencialmente 
temporal. Procede por tanto, la desestimación del presente recurso. …”.  
 
Por lo tanto, al amparo de la citada sentencia debe considerarse que la licencia es de 
naturaleza provisional en términos urbanísticos, con las consecuencias jurídicas que de 
ello se deriva, descartando que se trate de una licencia otorgada bajo una condición 
resolutoria en la medida en que en el ámbito de las licencias urbanísticas, tal y como ha 
establecido de forma pacífica y unánime la jurisprudencia, únicamente pueden imponerse 
las conditio iuris, esto es, condiciones establecidas en el ordenamiento jurídico, no 
generadas por la voluntad de las partes y que constituyen requisitos legalmente 
establecidos que las dotan o, en este caso, las hacen cesar en su eficacia. En el presente 
supuesto, dado que no se trata de una conditio iuris en los términos señalados, queda 
patente que la resolución o el cese de los efectos de la licencia deriva de la propia 
naturaleza de la licencia provisional, que se concede con un marcado carácter temporal.  
 

II. Sobre las posibles actuaciones para el restablecimiento de la legalidad urbanística. 
 

En el caso de considerar la licencia de naturaleza provisional, el Ayuntamiento podría en 
cualquier momento acordar la demolición sin derecho a indemnización y, por el contrario, 
si se considera que se ha concedido bajo una condición resolutoria, tal y como plantea el 
Distrito, desde el momento en el que se ha producido dicha condición estaríamos ante una 
actuación sin licencia, siendo de aplicación los plazos y trámites previstos para los 
procedimientos de disciplina urbanística. 
 
A pasar del criterio sostenido en el apartado anterior, con el ánimo de dar respuesta a lo 
planteado por el Distrito y a la vista de los antecedentes descritos para el caso de que se 
mantenga la tesis de que nos hallamos ante una actuación sin licencia, se procede a 
valorar las posibles acciones a realizar para el restablecimiento de la legalidad urbanística 
y de forma específica si es posible la demolición de la construcción actualmente existente, 
al considerar el distrito que ha transcurrido sobradamente el plazo de prescripción para la 
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acción de la ejecución subsidiaria así como el plazo de caducidad de la acción de la 
Administración para el restablecimiento de la legalidad urbanística. 
 
En relación con la primera cuestión, relativa al plazo de prescripción para la ejecución 
subsidiaria de las órdenes de demolición firmes, es decir dictadas dentro de plazo y sin 
haberse recurrido o por haber recibido sentencia firme, como son las que nos ocupan, de 
9 de enero de 1975 y de 31 de julio de 1992, ante la ausencia de una regulación 
específica al efecto, el criterio ha venido fijado por la jurisprudencia, la cual ha ido 
evolucionando en sus planteamientos tal y como se detalla a continuación. 

 
Si bien antes de la promulgación de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil y 
ante el silencio de la Ley de Enjuiciamiento Civil anteriormente vigente (LEC 1881) se 
aplicaba el plazo de quince años que con carácter general para el cumplimiento de las 
obligaciones aplicaba el artículo 1964 Código Civil, a raíz de la promulgación de la citada 
ley, se aplica el plazo de cinco años que fija su artículo 518, sin perjuicio de un nuevo 
viraje posterior que nos situaría nuevamente en el plazo de  los 15 años. 

 
El referido plazo de cinco años ha venido avalado, entre otras, por la S TSJ Madrid de 11 
de septiembre de 2008 (FD 5º) así como por la STSJ Madrid 5 de noviembre de 2009 (FD 
2º). Esta doctrina jurisprudencial determinó que si la Ley respectiva de la Comunidad 
Autónoma no contemplaba un plazo para la ejecución de la orden de demolición (en casi 
ninguna ley autonómica viene fijado este plazo, tampoco en la Ley madrileña), resultaba 
de aplicación el plazo previsto en el artículo 518 LEC, siendo por tanto el plazo de 
ejecución de cinco años.  

 
Pero como señalábamos anteriormente, la jurisprudencia da un giro y a partir del día 29 de 
diciembre de 2010, fecha en la que el Tribunal Supremo dictó sentencia (RJ\2011\1066), el 
plazo de prescripción que opera en el ámbito administrativo es el de 15 años, al menos 
cuando se trata de dar cumplimiento a una sentencia judicial que confirma el acto 
administrativo que se pretende ejecutar. 
 
La  STS, Sec. 5ª, 29-12-2010, RC 500/2008 señala que el plazo para instar la ejecución 
forzosa de una sentencia firme que ordena derribar una edificación ilegal es el supletorio 
de 15 de años de prescripción de las acciones personales regulado en el artículo 1964 del 
Código Civil, y no el de 5 años previsto en el artículo 518 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. 
 Y ello por cuanto “nos encontramos en presencia de dos procedimientos  —el contencioso 
administrativo y el civil— que cuentan con estructuras diferentes y están  —en principio— 
presididos por principios distintos. (…) Lo cierto y verdad es que el principio dispositivo, 
propio e intrínseco en la jurisdicción civil, al menos se modula  —de forma significativa— 
en este orden jurisdiccional. Efectivamente ello es lo que acontece en el inicio de la 
ejecución de la sentencia firme, pues frente a la necesidad de solicitud de parte —
mediante nueva demanda— en el procedimiento civil, en el recurso contencioso-
administrativo es el Tribunal de oficio el que está obligado iniciar el Incidente de ejecución 
de sentencia” (FJ 5º). 
 
El Tribunal Superior de Justicia de Madrid ha vuelto a declarar que dicho plazo, incluso 
para la ejecución de actos administrativos, en aplicación del artículo 1.964 del Código 
Civil, es de quince años y no de cinco. Así, la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia 
de Madrid, de  16 de abril de 2014 (JUR 2014\138189), expresa: “Aunque ciertamente esta 
Sección vino manteniendo que el plazo prescriptivo aplicable para que la Administración 
ejecutase sus actos firmes era el de cinco años por la aplicación supletoria del  art. 
518   LEC (RCL 2000, 34 , 962 y RCL 2001, 1892), sin embargo tal tesis interpretativa ha 
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sido superada y modificada por otra que considera de aplicación el  art. 1964  CC (LEG 
1889, 27), siendo el plazo de prescripción de quince años.” 
 
Así las cosas, el plazo para poder iniciar los trámites del procedimiento de ejecución 
subsidiaria de las órdenes de demolición  de 1975 y 1992, conforme al criterio 
jurisprudencial señalado ha sido superado sobradamente sin que el Ayuntamiento pueda 
realizar ninguna actuación administrativa al efecto.  
 
En aplicación del mismo criterio jurisprudencial, la Sentencia de 6 de mayo de 2004 (que 
resuelve el recurso contra la orden de clausura  de fecha 13 de mayo de 1996) podría ser 
ejecutada hasta el año 2019. Además, tal y como establece dicha Sentencia “el edificio se 
encuentra fuera de ordenación por haberse consumado la urbanización de la zona donde 
se encuentra y por tanto, al quedar extinguida la licencia provisional, la situación fáctica y 
jurídica en que se encuentra la instalación propiedad del recurrente es la de «carente de 
licencia que la ampare«, por lo que la única consecuencia jurídica posible es dictar orden 
de cierre y clausura.” 

 
Adicionalmente hay que señalar que en el caso de que la actividad siguiera en 
funcionamiento se está incesablemente cometiendo una infracción (ejercer sin licencia 
cada día), por lo que está incurriendo en una infracción urbanística continuada que puede 
causar la incoación de un expediente de disciplina urbanística a pesar del tiempo 
transcurrido. Asimismo, habría que considerar la posibilidad de exigir las 
responsabilidades penales correspondientes por quebrantar el precinto. 
  
Asimismo, en este caso, estaríamos ante una infracción que no prescribe susceptible de 
ser sancionada en cualquier momento. El artículo 237 de Ley 9/2001, de 17 de julio, del 
Suelo de la Comunidad de Madrid ha dispuesto que “Cuando la infracción se haya 
cometido con ocasión de la ejecución de obras o el desarrollo de usos, el plazo de 
prescripción de aquélla nunca comenzará a correr antes de la total terminación de la 
primeras o el cese definitivo en los segundos. 
 
En las infracciones derivadas de una actividad continuada, la fecha inicial del cómputo 
será la de la finalización de la actividad o la del último acto con el que la infracción se 
consuma”. 
 
En relación con la segunda cuestión, relativa al plazo de caducidad de la acción de la 
Administración para el restablecimiento de la legalidad urbanística, es unánime y pacífica 
la doctrina al considerar que el transcurso de más de cuatro años desde la finalización de 
las obras (no de la actividad por lo motivos ya apuntados) sin licencia, se produce la 
caducidad de la acción de restablecimiento de la legalidad urbanística (artículo 195.1 de la 
Ley 9/2001, de 17 de julio, del Suelo de la Comunidad de Madrid).  
 
En el presente supuesto han transcurrido los cuatro años de una manera sobrada, y aun 
habiéndose dictado las correspondientes órdenes de demolición sin haber sido cumplidas 
por el afectado ni, en ejecución subsidiaria, por el Ayuntamiento, la edificación pasa a 
tener la consideración de edificación sin licencia, constitutiva además de una infracción ya 
prescrita (artículo 236 de la Ley 9/2001) que tendrá el tratamiento jurídico de situación en 
fuera de ordenación, como tantas veces se ha señalado por esta Secretaría Permanente 
en diferentes consultas urbanísticas. 
 
Este plazo de caducidad encuentra su excepción en el artículo 200.1 de la cita Ley, que 
establece que “Los actos de construcción, edificación o uso del suelo que se realicen sin 
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licencia u orden de ejecución en terrenos calificados por el planeamiento urbanístico como 
zona verde o espacio libre quedarán sujetos al régimen jurídico establecido en este 
capítulo sin que sea de aplicación limitación de plazo alguna para el ejercicio de las 
potestades de protección de la legalidad urbanística".  
 
La cuestión a dilucidar ahora es determinar qué se entiende por "zona verde" o "espacio 
libre". Para ello debemos acudir a los criterios interpretativos resumidos en la Sentencia 
Tribunal Superior de Justicia de Madrid, núm. 701/2013, de 22 mayo (RJCA 2013\750)  en 
la que se señala que “como dijimos ya en  Sentencia de fecha 17 de Enero de 2008  (RJ 
2008, 1878) , y posteriores, reiterando la Jurisprudencia constante del Tribunal Supremo 
en la materia, la consideración legal de espacio libre no la tiene cualquier superficie no 
edificable, sino únicamente aquellos terrenos que el Planeamiento califique así, 
incluyéndolos en el sistema de espacios libres propio del ámbito territorial ordenado”. “Y 
ello sin perjuicio de las facultades de recuperación del dominio público de quien ostente la 
titularidad de la vía”, conforme a la Sentencia núm. 80/2008, de 17 enero del TSJ de 
Madrid (JUR 2009\164229). Asimismo, la  Sentencia de 30 de enero de 1992  (RJ 1992, 
1243) indica que "No tiene la consideración legal de espacio libre o zona verde cualquier 
superficie inedificable, sino únicamente aquellos terrenos que el planeamiento califica así, 
incluyéndolos en el sistema de espacios libres propio del ámbito territorial ordenado -
general o parcial- con el contenido que especifican los artículos 3.1.g ; 12.1.b ; 12.2.1.c , y 
13.2.b  T.R.L.S. 76  (RCL 1976, 1192)  y los artículos 25.1.c y 49.1 del  Reglamento de 
Planeamiento (RCL 1978, 1965)  parques y jardines públicos y zonas deportivas de recreo 
y expansión ".  
 
Por lo tanto, el espacio en el que se encuentra ubicada la instalación, calificado en el 
PGOUM como vía pública principal, no tiene la consideración de espacio libre ni zona 
verde, estando la Administración sujeta al plazo de caducidad de cuatro años para poder 
reaccionar ante este tipo de actuaciones urbanísticas sin licencia.  
 

III. Situación urbanística en la que se encuentra. 
 

a. Si se considera la actuación “sin licencia”.  
 
Como consecuencia de lo anterior, al haberse sobrepasado con creces el plazo de 
cuatro años resulta indudable que la construcción quedaría en situación asimilable a la 
de fuera de ordenación. Hay que tener en cuenta que la construcción estaría en 
situación de infracción urbanística prescrita al no estar amparadas en licencia urbanística 
alguna, y tal y como ya se señaló en la consulta urbanística cu 55-14, de 9 de febrero de 
2015 y en la cu 5-2011, de 11 de marzo, el régimen jurídico aplicable a las obras ilegales 
con infracción prescrita, según criterio jurisprudencial, se corresponde al de la situación 
de fuera de ordenación contenido en el artículo 60.2 del TRLS/76. Siguiendo ese criterio 
y teniendo en cuenta la graduación de la situación de fuera de ordenación hecha por el 
artículo 64 de la Ley 9/2001, de 17 de julio, del Suelo de la Comunidad de Madrid, el 
Capítulo 2.3 de las NN.UU., el Tema nº 87 de la CSPG y el artículo 10 de la OMTLU, 
queda equiparada la situación de infracción urbanística prescrita a la de fuera de 
ordenación absoluta, autorizando, exclusivamente, las pequeñas reparaciones que 
exigieren la higiene, el ornato, la conservación del inmueble y las obras tendentes a 
mantener las condiciones de seguridad. Es decir, estas situaciones consolidadas se 
someten a un régimen restrictivo de obras y mejoras, imponiendo la OMTLU, en su 
apartado 3 del artículo 10, que la concesión de licencias que se otorguen para estas 
situaciones deberán describir la situación de infracción prescrita y se deberán otorgar 
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bajo la condición de su inscripción en el Registro de la Propiedad, sin que su concesión 
suponga un incremento del valor del justiprecio de expropiación. 
 
b. Si se considera la actuación realizada al amparo de una licencia provisional. 
 
Como consecuencia de la tesis mantenida en el primer punto de estas consideraciones, 
referente a la naturaleza jurídica de la licencia, esto es, a la consideración de la licencia 
como de naturaleza provisional, podríamos en cualquier momento acordar la demolición 
de la construcción, previa audiencia del interesado, ya que de la propia naturaleza de las 
licencias provisionales se deriva la posibilidad de que la autoridad urbanística decida en 
cualquier momento poner fin a una actuación autorizada en precario y que, en el 
presente supuesto, ha quedado acreditado el conocimiento de esta provisionalidad por 
parte del interesado.  
 
A pesar de que la propia Sentencia del TSJ de 6 de mayo de 2004, en su FD Cuarto 
determina que “la situación fáctica y jurídica en que se encuentra la instalación 
propiedad del recurrente es la de «carente de licencia que la ampare, por lo que la única 
consecuencia jurídica posible es dictar orden de cierre y clausura”, hay que tener en 
cuenta que el TSJ se está pronunciando sobre la procedencia de un concreto acto 
administrativo, la orden de cese y clausura, por lo que aún encontrando ciertas 
contradicciones en su contenido al considerar, de una parte, la licencia como provisional 
y de otra, entender procedente la orden de cese y clausura como derivada de un 
expediente de disciplina urbanística, del contexto de toda la fundamentación jurídica hay 
que llegar a la conclusión de que la licencia provisional ha quedado extinguida, por lo 
que no sólo resultaría procedente el cese y la clausura sino también la demolición de la 
construcción.  
 

CONCLUSIÓN  
A la luz de cuanto antecede, es criterio de esta Secretaría Permanente considerar que: 

 
1.- De conformidad con la Sentencia del TSJ de Madrid, de 6 de mayo de 2004, nos 
encontramos ante una licencia provisional, concedida al amparo del artículo 58.2 del RTRLS 
de 1956. 
 
En consecuencia, no hay un plazo legalmente establecido para acordar la demolición de la 
actuación realizada a su amparo, entendiendo que en cualquier momento se podría acordar 
la demolición de la construcción. 
 
2.- En el caso de que se entendiera que lo procedente es iniciar un nuevo procedimiento 
para el restablecimiento de la legalidad urbanística por considerar en sentido estricto que se 
trata de una actuación sin licencia:  
 
El control municipal sobre la edificación debe realizarse en el plazo de cuatro años 
(caducidad de la acción de restablecimiento de la legalidad urbanística, artículo 195 LSCM), 
los cuales han sido sobrepasados, dejando a la Administración sin capacidad para poder 
actuar contra la misma, situando a esta edificación en fuera de ordenación absoluta.  
 
Asimismo, trascurrido el plazo de cuatro años se deriva la consecuencia de que la 
edificación estaría en situación de infracción urbanística prescrita (artículo 236 LSCM) y le 
resultaría de aplicación el régimen de obras de fuera de ordenación absoluta.  
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En cuanto al control municipal sobre la actividad, al tratarse de una acción continuada no se 
inicia el cómputo de plazo prescriptivo alguno. 
 
Ello no obstante, respecto de las actuaciones administrativas ya practicadas y la posibilidad 
de ejecutarlas subsidiariamente, cabe señalar: 

 
- Las dos órdenes de demolición, de 1975 y de 1992, que son firmes y no se han 

ejecutado subsidiariamente por el Ayuntamiento, atendiendo a lo establecido en la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 2010 así como en la 
Sentencia del TSJ de Madrid, de 22 de septiembre de 2011, que determinan la 
aplicación supletoria del artículo 1964 del Código Civil estableciendo el plazo de 15 
años de prescripción para la ejecución subsidiaria, no podrían ejecutarse 
subsidiariamente de manera que la edificación se ha quedado en situación de 
infracción urbanística prescrita, debiendo tener el tratamiento de fuera de ordenación 
absoluta. 
 

- La orden de cese y clausura de 13 de mayo de 1996, que ha sido confirmada en la 
Sentencia del TSJ de Madrid de 6 de mayo de 2004, en la que se determina la 
pérdida de efectos ex lege de la licencia, en aplicación del mismo criterio señalado 
anteriormente, la propia Sentencia podría ser ejecutada en el plazo de 15 años, por 
lo que aún restaría plazo para realizar las actuaciones que fueran procedentes para 
llevarla a afecto, a lo que adicionalmente habría que añadir que al estar ante una 
actuación continuada, el desarrollo de la actividad no podría acogerse al instituto de 
la prescripción, pudiéndose incoar el expediente de restablecimiento de legalidad 
urbanística así como los procedimientos sancionadores que procedan.  
 
La presente consulta recoge el criterio orientativo y no vinculante (apartado 5 de la 

citada Instrucción) de la Secretaría Permanente al supuesto concreto planteado y descrito 
en los antecedentes de hecho, lo que no impide que de forma motivada, por el órgano 
sustantivo, se aplique un criterio distinto. 

Madrid,  8 junio de 2015 


